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DERECHO A LA SALUD / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ PERSONA DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL/ MENOR DE EDAD - 20 MESES-  PRESENTA UNA ENFERMEDAD “HUERFANA”/  SERVICIO DE TRANSPORTE Y TRATAMIENTO INTEGRAL/ LÍNEAMIENTOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL PARA SU CONCESIÓN- Se cumplen para el presente caso/ CONDICIÓN ECONÓMICA -PRESUNCIÓN DEL ARTÍCULO 20 DEL DECRETO 2591 DE 1991-/ RECOBRO AL ADRES POR CONCEPTO DE GASTOS DE TRANSPORTE/ ERRORES ADMINISTRATIVOS PRESENTADOS CON LA PLATAFORMA MIPRES IMPIDEN LA EFECTIVA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE SALUD A LA MENOR/  CONFIRMA  Y MODIFICA
En el presente asunto, el estatus de protección especial se encuentra evidentemente acentuado, si tenemos en cuenta que LUCIANA la titular de los derechos que se reclaman, además de ser una niña de apenas 20 meses de nacida, padece una enfermedad catalogada como “huérfana”, lo cual nos lleva a afirmar que se encuentra inmersa en otra causal especial, definida en el artículo 11 de la Ley 1751 de 2015.

(…)

El mencionado estatuto indica también que las enfermedades huérfanas
 requieren un tratamiento diferenciado frente al de las generales, pues reconoce que sus tratamientos están clasificados como de alto costo. Y en esa medida, se debe enfatizar que la menor LUCIANA OSPINA COLORADO padece “SÍNDROME DE WEST”, patología que se encuentra incluida en el “listado
 de enfermedades raras o huérfanas” que trae la Resolución No. 2048, del Ministerio de Salud y la Protección Social. 

(…)
Así las cosas, se concluye que la falta de recursos económicos por parte del paciente o su familia para sufragar el monto de ese servicio, no puede convertirse en una barrera para el acceso a la asistencia en salud; ello resulta de interés en el presente asunto, puesto que una de las afirmaciones hechas por el señor Personero que agencia los derechos de LUCIANA OSPINA COLORADO es precisamente que la familia de la niña no cuenta con los recursos económicos para pagar los reiterados servicios de transporte que necesita para acudir a sus citas médicas, y en especial a las de terapia, que son 2 veces a la semana. 

(…)

Como ya se dijo, el transporte ambulatorio no hace parte integral del servicio de salud, ya que el artículo 8º del Acuerdo 030 de 2011 no incluyó al Eje Cafetero como una de las zonas que por su difícil acceso o dispersión geográfica tienen una disponibilidad presupuestal adicional para atender gastos de transporte para atención ambulatoria de los afiliados al sistema general en salud, lo que implica que se le debe reconocer de manera expresa a la entidad accionada la posibilidad de recobrar ante el ADRES el valor total de los emolumentos sufragados como gastos de transporte, por ser estos un servicio concurrente para la efectivización del derecho fundamental a la salud. 

(…)
Bajo esa perspectiva es de justicia autorizar vía tutela a la EPS MEDIMÁS para que recobre ante el adres el 100% del valor del transporte ambulatorio intermunicipal autorizado a favor de LUCIANA OSPINA COLORADO.

En el caso concreto, encuentra esta Corporación que LUCIANA OSPINA COLORADO presenta varios diagnósticos clínicos, que fueron puestos en conocimiento a través de esta acción constitucional, tales patologías han sido denominadas como “SINDROME DE WEST, SINDROMES EPILÉPTICOS ESPECIALES, RETRASO SEVERO EN DESARROLLO SICOMOTOR Y SOSPECHA DE ERROR INNATO DEL METABOLISMO”; en ese sentido, es indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, que ante su gravedad requieren de un tratamiento indefinido y constante, y dentro del cual pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del plan de beneficios en salud, a parte de los que fue objeto de esta tutela, y por tanto, es deber de la accionada gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación, lo cual evitará que en el futuro, deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir la atención oportuna de la EPS, razón que en definitiva llevará a esta Corporación a convalidar la orden de tratamiento integral que se impuso en la decisión de primera instancia, pues es claro que de nada vale tener una autorización médica, si a la hora de recibir el servicio requerido se limita su acceso a este.

(…)
Por tales razones, teniendo en cuenta que los servicios de salud en favor de LUCIANA OSPINA COLORADO se han visto entorpecidos por un error en la plataforma MIPRES, y que es deber de la EPS corregir dichos errores, los cuales han sido reportados por los médicos tratantes, como se observa en el formato de contingencia obrante a folio 23, suscrito el día 15 de mayo de 2018, se considera pertinente acceder a la petición deprecada por el recurrente que dio inicio a la presente acción, Dr. William Esteban Obando Osorio, para ordenarle a la EPS MEDIMÁS que en el improrrogable término de 24 horas proceda a resolver las inconsistencias presentadas en los datos de la menor dentro de la plataforma MIPRÉS, para facilitar que en adelante los médicos tratantes puedan prescribir sin ningún tipo de dificultad los tratamientos, insumos y demás que llegare a requerir con ocasión de sus patologías.  
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Dr. Julio César Rojas Padilla, Representante Legal Judicial de la EPS MEDIMÁS, así como el señor Personero del municipio de Dosquebradas, Risaralda, William Esteban Obando Osorio, agente oficioso de la menor LUCIANA OSPINA COLORADO, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas el 24 de julio de 2018, mediante el cual resolvió conceder la protección de los derechos fundamentales a la salud, calidad de vida e integridad personal de la menor Ospina Colorado. 
ANTECEDENTES:

El Personero Municipal de Dosquebradas, William Esteban Obando Osorio, actuando en calidad de agente oficioso de la menor LUCIANA OSPINA COLORADO, instauró acción de tutela en contra de la EPS MEDIMÁS y el MINISTERIO DE SALUD, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud, calidad de vida e integridad personal, con base en los hechos que se relacionan a continuación: 

· La menor LUCIANA, quien actualmente tiene 20 meses de edad, se encuentra adscrita al régimen contributivo en la EPS MEDIMÁS, como beneficiaria de su abuelo materno, en virtud de la custodia que le fuera entregada a la abuela, por enfermedad mental de la madre de la niña. 
· En la actualidad, LUCIANA presenta los siguientes diagnósticos clínicos: “SINDROME DE WEST, SINDROMES EPILÉPTICOS ESPECIALES, RETRASO SEVERO EN DESARROLLO SICOMOTOR Y SOSPECHA DE ERROR INNATO DEL METABOLISMO”, siendo la primera de dichas patologías catalogada como “enfermedad huérfana” según el listado contenido en la Resolución Nro. 2048 de 2015, identificada con el Nro. 1969.  
· Como quiera que LUCIANA se encuentra adscrita al régimen contributivo, los servicios y tecnologías ordenadas por el médico que se encuentren por fuera del POS deben ser cargadas a la plataforma MIPRES, sin embargo, debido a una inconsistencia desconocida en el documento de la menor, no se le permite a los médicos cargar las órdenes a dicha plataforma, situación que ha imposibilitado que a la niña le sean autorizados los exámenes y demás servicios excluidos del plan obligatorio de salud. 
· En consulta médica del 15 de mayo del año que avanza, la especialista en Genética ordenó la realización de los exámenes denominados “ACIDOS ORGANICOS DE CADENA CORTA Y MEDIA CUALITATIVO Y CUANTITATIVO, ACILCARNITINAS CUANTITATIVAS Y CARNITINA TOTAL Y LIBRE CUANTITATIVA”, análisis que no se han autorizado por parte de la EPS, precisamente por no estar cargados en la plataforma MIPRES.   
· De igual forma, en valoración del 2 de junio de 2018, la especialista en Neuropediatría prescribió para la menor la realización de unas terapias físicas y del lenguaje, expidiendo órdenes para “TERAPIA FONOAUDIOLOGICA INTEGRAL SOD 2 VECES POR SEMANA POR 20 SEMANAS Y TERAPIA FISICA 2 VECES POR SEMANA POR 20 SEMANAS”, las cuales fueron autorizadas por la EPS, pero la abuela no cuenta con los recursos económicos para cubrir los gastos de transporte. 
· En consulta del 20 de abril de 2018, le fue reiterada a LUCIANA una orden para realización de “MONITOREO ELECTROENCEFALOGRAFICO CON VIDEO Y RADIO DE 24 HORAS EN NEUROCENTRO”, el cual le fue autorizado por la EPS remitiendo el servicio a la IPS GASTROKIDS SAS, donde programaron el procedimiento para el día 7 de julio, pero una semana antes cancelaron el monitoreo porque un aparato se les había dañado, sin embargo, desde el mes de enero se está esperando la materialización del mismo, sin que ello haya sido posible. 

· El 7 de junio de 2018 la especialista en Neurología Pediátrica prescribió: “FORMULA ESPECIAL A BASE DE GRASA, CON TRIGLICERIDOS DE CADENA MEDIA EN RELACION 4:1 PARA MANEJO DE DIETA CETOGENICA EN EPILEPSIA REFRACTARIA, TOMAR 80 GR AL DIA CON LOS ALIMENTOS SEGÚN RECOMENDACIÓN DE NUTRICIÓN FÓRMULA PARA 3 MESES”, la cual no se le ha podido suministrar en virtud a la inconsistencia en el MIPRES, porque la misma no se logró cargar en la plataforma, y aunque el 22 de junio se diligenció el formato de contingencia, hasta la fecha no ha sido autorizado el suplemento. 
· Todo lo dicho antes implica que si bien, la EPS MEDIMÁS no le ha negado a LUCIANA los servicios médicos que ha requerido, sí ha tardado muchísimo tiempo en hacerlos efectivos, como es el caso de la realización de la “TELEMETRÍA”, la autorización de los exámenes y el suplemento alimenticio, con lo cual se han visto afectados sus derechos fundamentales.      
PRETENSIONES:

En vista de lo anterior, el accionante formuló las siguientes pretensiones: 
“PRIMERO: Declarar la violación de los derechos fundamentales a la SALUD, LA VIDA, SEGURIDAD SOCIAL, INTEGRIDAD PERSONAL Y DEL PRINCIPIO DE CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO de la menor LUCIANA OSPINA COLORADO.

SEGUNDO: Ordenar a la EPS MEDIMAS representada legalmente para efectos judiciales por el Dr. JUIO CESAR ROJAS PADILLA, que si aún no lo han realizado, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, PROCEDA A EFECTIVIZAR la realización de los exámenes ACIDOS ORGANICOS DE CADENA CORTA Y MEDIA CUALITATIVO Y CUANTITATIVO, ACILCARNITINAS CUANTITATIVAS Y CARNITINA TOTAL Y LIBRE CUANTITATIVA.

TERCERO: Ordenar a la EPS MEDIMAS representada legalmente para efectos judiciales por el Dr. JUIO CESAR ROJAS PADILLA, que si aún no lo han realizado, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, AUTORICE EL SERVICIO DE TRANSPORTE para la menor LUCIANA OSPINA COLORADO y su acompañante, desde su lugar de residencia hasta el lugar donde deben asistir para sus TERAPIA FONOAUDIOLOGICA INTEGRAL SOD 2 VECES POR SEMANA POR 20 SEMANAS y TERAPIA FISICA 2 VECES POR SEMANA POR 20 SEMANAS A, y demás que sean ordenadas, para el tratamiento integral del DIAGNOSTICO SINDROME DE WEST

CUARTO: Ordenar a la EPS MEDIMAS representada legalmente para efectos judiciales por el Dr. JUIO CESAR ROJAS PADILLA, que si aún no lo han realizado, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, AUTORICE EL SERVICIO DE TRANSPORTE Y VIATICOS para la menor LUCIANA OSPINA COLORADO y su acompañante desde su lugar de residencia hasta la ciudad a donde sea remitida para la realización de consultas, exámenes, tratamientos, garantizando su regreso al municipio de origen y suministrando el alojamiento y la alimentación en caso de una estadía prolongada, y se garantice estos servicios las veces que sea remitida y a la ciudad donde se disponga para el tratamiento integral de la patología SINDROME DE WEST.

QUINTO: Ordenar a la EPS MEDIMAS representada legalmente para efectos judiciales por el Dr. JUIO CESAR ROJAS PADILLA, que si aún no lo han realizado, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo AUTORICE LA REALIZACION DE MONITOREO ELECTROENCEFALOGRAFICO CON VIDEO Y RADIO DE 24 HORAS EN NEUROCENTRO

SEXTO: Ordenar a la EPS MEDIMAS representada legalmente para efectos judiciales por el Dr. JUIO CESAR ROJAS PADILLA, que si aún no lo han realizado, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo AUTORICE LA ENTREGA DE FORMULA ESPECIAL A BASE DE GRASA, CON TRIGLICERIDOS DE CADENA MEDIA EN RELACION 4:1 PARA MANEJO DE DIETA CETOGENICA EN EPILEPSIA REFRACTARIA, TOMAR 80 gr AL DIA CON LOS ALIMENTOS SEGÚN RECOMENDACIÓN DE NUTRICION FORMULA PARA 3 MESES.
SEPTIMO: Ordenar al MINISTERIO DE SALUD, representada por el Señor Ministro ALEJANDRO GAVIRIA, encargados de la operación de la plataforma MIPRES, se REALICEN LOS TRAMITES PERTINENTES PARA SUBSANAR EL ERROR QUE SE PRESENTA AL CARGAR LAS SOLICITUDES DE LA MENOR LUCIANA OSPINA COLORADO.

OCTAVO: ORDENAR a EPS MEDIMAS, prestar todo el TRATAMIENTO MÉDICO INTEGRAL y especializado que requiera mi representada, relacionado con su patología SINDROME DE WEST o con las patologías sobrevinientes de ella por ser un sujeto de protección constitucional reforzada, que demanda del estado y de los actores del sistema, una atención en salud prioritaria y especializada, sin que sea posible limitar su acceso a los servicios de salud por cuenta de trámites administrativos, cuestiones económicas o falta de profesionales especializados, en consecuencia deberá garantizar el cubrimiento total en el 100% de todo el servicio de salud POS y NO POS que requiera, en consecuencia deberá autorizar y suministrar los demás tratamientos, procedimientos, citas especializadas o no, medicamentos, terapias, insumos, en la cantidad calidad y durante el tiempo que determinen los médicos y especialistas, junto a todas las demás necesidades médicas sean farmacológicas, terapéuticas, traslados en ambulancia cuando así se requiera, etc., para garantizar su ATENCIÓN MEDICA INTEGRAL.

NOVENO: ADVERTIR a EPS MEDIMAS, tal como lo señaló la Corte Constitucional en su Sentencia T-610 de 2013, "no continuar desconociendo caprichosamente y sin razón válida, los precedentes jurisprudenciales de esta corporación en cuanto a la aplicación de cada una de las subreglas, las cuales propenden por la prestación adecuada y eficiente del servicio de salud". Recordándole a dicha entidad "el deber de acatar y aplicar todos los lineamientos fijados por la Corte Constitucional en la mencionada materia, pues no se encuentra justificación alguna para que tales entes continúen desconociendo sus deberes, particularmente frente a personas que merecen especial protección constitucional".”
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
1. ADMISIÓN: 
El Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, avocó el conocimiento de la actuación el 11 de julio de 2018 y ordenó la notificación y traslado a la EPS MEDIMÁS y al MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
2. RESPUESTAS DE LOS ACCIONADOS: 
Durante el término de traslado se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

Ministerio de Salud y Protección Social: Por intermedio de su Director Jurídico, expuso que esa Cartera Ministerial carece de legitimación por pasiva en el presente asunto, pues en primer lugar, la entidad encargada de manejar los recursos del sistema general de seguridad social en salud es la denominada ADRES, y ya no el FOSYGA, como antes ocurría. Ahora bien, en lo relacionado con la prestación de los servicios de salud tampoco le asiste competencia legal, puesto que el agravio que alude la parte accionante ha sido debido a acciones u omisiones atribuibles a la EPS.   
También hizo referencia a la prescripción de servicios y tecnologías no cubiertas por el Plan de Beneficios, y su administración a través de la plataforma MIPRES, la cual se encuentra regulada por las Resoluciones Nros. 3951 de 2016 y 532 de 2017, cuya responsabilidad en la administración se encuentra a cargo, según sea el caso, del profesional de la salud, EPS o EOC y por último las IPS. 
Más adelante hizo referencia a los copagos y cuotas moderadoras y su razón de ser, así como los casos en que procede su exoneración, de conformidad con el Acuerdo 260 de 2004 del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, en concordancia con la Resolución Nro. 5269 de 2017. 
Finalmente, indicó que no es viable conceder la protección integral de los servicios de salud que se reclaman, porque eso sería decretar un mandato futuro e incierto, más no una decisión determinable e individualizable. 
La EPS MEDIMÁS, por su parte, guardó silencio.  
3. Decisión: 

Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de primer nivel decidió mediante sentencia del 24 de julio de 2018, entre otras cosas: 
“PRIMERO: TUTELAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA SALUD, CALIDAD DE VIDA e INTEGRIDAD PERSONAL de los que es titular la menor LUCIANA OSPINA COLORADO quien actúa a través de agente oficioso; en consecuencia, se ordena a la EPS MEDIMAS, que en el término de dos (2) días siguientes a la notificación de este fallo: (i) autorice y realice MONITOREO ELECTROENCEFALOGRAFICO CON VIDEO RADIO DE 24 HORAS EN NEUROCENTRO, la realización de exámenes de ACIDOS ORGANICOS DE CADENA CORTA Y MEDIA CUALITATIVO Y CUANTITATIVO, ACILCARNITINAS CUANTITATIVAS Y CARNITINA TOTAL Y LIBRE CUANTITATIVA, la entrega de la FORMULA ESPECIAL A BASE DE GRASA CON TRIGLICERIDOS DE CADENA MEDIA EN RELACION 4:1 PARA MANEJO DE DIETA CETOGENICA EN EPILEPSIA REFRACTARIA TOMAR 80 GR AL DIA CON LOS ALIMENTOS SEGÚN RECOMENDACIÓN DE NUTRICION FORMULA PARA 3 MESES y continuar con la realización de terapias físicas y del lenguaje, expidiendo órdenes para terapia fonoaudiológica integral SOD 2 veces por semana por 20 semanas y terapia física 2 veces por semana por 20 semanas, conforme a lo ordenado por su médico tratante, sin ningún trámite administrativo adicional (¡i) Ordene, autorice y garantice el suministro de TRANSPORTE, para que la menor LUCIANA OSPINA COLORADO se desplace con un acompañante y pueda asistir a todas las terapias físicas durante el tiempo que determinen los médicos y especialistas, (iii) el suministro de los demás tratamientos, procedimientos, citas especializadas o no, medicamentos, insumos, en la cantidad, calidad y durante el tiempo que determinen los médicos y especialistas, siempre y cuando los mismos estén relacionados con la patología23 que padece la paciente y que dieron origen a esta tutela, así no se encuentren incluidos dentro del POS; todo ello, con el fin de preservar su salud, su vida y está en condiciones de calidad y dignidad humana, al igual que su integridad física, capacidad funcional y orgánica, so pena de incurrir en la sanciones establecidas en el Decreto 2591 de 1991.
SEGUNDO: Desvincúlese al Ministerio de Salud por falta de legitimación en la causa por pasiva.”
Para fundamentar su decisión, la Juez de instancia tuvo en consideración que las patologías relacionadas por la parte accionante fueron debidamente acreditados en los anexos de la solicitud de amparo constitucional, y uno de los motivos por los cuales se promovió el mismo está relacionada con la falta de recursos de su familia para asumir los copagos que se le exigen, lo cual no fue desvirtuado por parte de la EPS, entidad que ni siquiera se tomó el trabajo de contestar el requerimiento que se le hiciera por parte de la juez de conocimiento. 
Además se constató el delicado estado de salud que presenta la niña, quien además sufre de movilidad reducida, por lo que debe desplazarse a las citas asignadas con un acompañante, por esta razón, el servicio de transporte resulta ser de vital importancia para la paciente, aun cuando no se encuentre incluido en el PBS. 

Por último, se refirió la A quo al tratamiento integral reclamado por el accionante en favor de LUCIANA, petición que le pareció razonable al Despacho, toda vez que la EPS ha dejado de suministrar los medicamentos y tratamientos prescritos por los médicos tratantes, afectando la calidad de vida de la niña, su salud y dignidad humana. 
IMPUGNACIÓN:
La decisión de primera instancia fue impugnada tanto por la entidad accionada, MEDIMÁS EPS, como por el accionante, Dr. William Esteban Obando Osorio. Los motivos de inconformidad de extraen a continuación: 

El representante legal judicial de la EPS MEDIMÁS manifestó su inconformidad con lo decidido por la Juez de primer grado, básicamente porque considera que ha sido diligente en la prestación de los servicios de salud para su afiliada LUCIANA, además, le parece inconcebible que no se le haya autorizado el recobro para aquellas cargas que se le han impuesto a pesar de no estar incluidas en el plan de beneficios en salud, como el tratamiento integral y el servicio de transporte, porque afirma que con ello, se le genera a esa entidad un detrimento en su patrimonio.
Además, enfatizó que el suministro de servicios que no corresponden al ámbito de la salud, con cargo a los recursos del SGSSS, como el transporte, alojamiento y alimentación, no se encuentran autorizados porque el afiliado no ha demostrado su carencia de recursos económicos; la EPS MEDIMÁS no puede incurrir en una indebida destinación de los recursos de la salud; y por último, dicho servicio no se encuentra cubierto por el Plan de Beneficios de que trata la Resolución 5269 de 2017, y tampoco existe una orden médica para el servicio requerido.    
Por lo anterior, solicitó que se modifique la decisión de primera instancia en lo que tiene que ver con el suministro de tratamiento integral y el servicio de transporte, o bien, formuló como petición subsidiaria, que en caso de acceder a las pretensiones de la parte accionante, se le faculte a la EPS para efectuar el respectivo recobro ante el ADRES. 
PERSONERO MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, WILLIAM ESTEBAN OBANDO OSORIO, AGENTE OFICIOSO DE LUCIANA OSPINA COLORADO: cuestionó que la Juez de primera instancia no haya hecho alusión dentro del fallo a los inconvenientes que se han presentado con la plataforma MIPRES, ni se emitió ningún tipo de orden encaminada a superar dicho problema que, como se explicó en el escrito inicial, ha ocasionado una tardanza en la autorización de los medicamentos y tratamientos que se encuentran excluidos del Plan de Beneficios, pues si bien existe la posibilidad de elaborar un formato de contingencia, lo único que esto ocasiona, es la realización de un trámite administrativo adicional que entorpece la prestación del servicio de salud. 
En ese orden de ideas, pidió que se ordene al MINISTERIO DE SALUD que realice los trámites pertinentes para subsanar el error que se presenta al cargar las solicitudes de la menor LUCIANA OSPINA COLORADO. 
CONSIDERACIONES: 

1. Competencia:  

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Corresponde a esta Corporación establecer si en el presente asunto le asiste razón a la EPS recurrente, en cuanto a que lo ordenado por la Juez de primer grado no se encuentra ajustado a derecho y a las normas que en materia de salud rigen y por tanto se debe o revocar la decisión, o autorizar el recobro de acuerdo a lo solicitado en la impugnación. Además, se deberá examinar si, como expuso el agente oficioso de la niña LUCIANA OSPINA COLORADO, es necesario hacer algún pronunciamiento adicional con respecto a los inconvenientes administrativos presentados con la plataforma MIPRES. 
3. Solución: 

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
En nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud y a la seguridad social están consagrados en el artículo 49 constitucional, conforme al cual “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.”; bajo ese entendido, todos los habitantes del territorio nacional tienen derecho a contar con atención en salud a través de cualquiera de los regímenes de seguridad social vigentes en nuestro país, como una materialización del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución; así mismo, la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado la autonomía de tal prerrogativa y ha indicado que su protección asegura también el principio constitucional de la dignidad humana, tesis que ha sido reforzada recientemente por medio de la Ley 1751 de 2015, a través de la cual se regula el derecho fundamental a la salud. 
Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos, por cuanto existe un límite razonable a su ejercicio, por lo tanto la protección del derecho fundamental a la salud procede en principio cuando: “(i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.”

En ese orden de ideas, se debe tener claro que nuestra máxima guardiana constitucional reconoce como sujetos de especial protección a los niños y niñas, por ello respecto a su derecho a la salud ha dicho
: 
“3. El interés superior del menor y la especial protección del derecho fundamental a la salud de los niños y las niñas. 

Respecto de los niños y las niñas, el artículo 44 constitucional consagró los derechos a la seguridad social y a la salud como derechos fundamentales. Así mismo consagró la norma constitucional que “los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás”, lo cual indica que la protección integral de sus derechos debe hacerse efectiva a través del principio del interés superior de los niños. Este principio constituye por tanto un criterio hermenéutico para la aplicación de todas las normas constitucionales y legales relativas a sus derechos.
Debido a la condición de vulnerabilidad de los menores y a su necesidad de especial cuidado, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que aquellos tienen estatus de sujetos de especial protección constitucional
 por ser una “población vulnerable, frágil, que se encuentra en proceso de formación”
. Lo anterior, ha permitido la salvaguarda y promoción de sus derechos en situaciones concretas donde el Estado, la sociedad y la familia deben concurrir para promover los mismos. 

Se trata de un principio que condiciona el actuar de las personas y de las instituciones estatales y privadas al momento de la toma de decisiones en las que puedan verse afectados los niños o las niñas, ordenando valorar sus intereses como superiores
. En otras palabras, es el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos los derechos humanos de los menores.
. (…)

La protección constitucional del derecho a la salud de los menores de edad encuentra desarrollo legislativo en el artículo 27 del Código de la Infancia y la Adolescencia el cual, entre otras cosas, establece que “[p]ara efectos de la presente ley se entenderá como salud integral la garantía de la prestación de todos los servicios, bienes y acciones, conducentes a la conservación o la recuperación de la salud de los niños, niñas y adolescentes (…)”.

Respecto del derecho a la salud de las niñas, niños y adolescentes es preciso tener en cuenta que éste debe garantizarse atendiendo al principio de integralidad, el cual incluye atención preventiva, médico quirúrgica y el suministro de medicamentos esenciales para la recuperación efectiva de la salud del menor de edad, aunque para ello se requiera inaplicar el POS.”

En el presente asunto, el estatus de protección especial se encuentra evidentemente acentuado, si tenemos en cuenta que LUCIANA la titular de los derechos que se reclaman, además de ser una niña de apenas 20 meses de nacida, padece una enfermedad catalogada como “huérfana”, lo cual nos lleva a afirmar que se encuentra inmersa en otra causal especial, definida en el artículo 11 de la Ley 1751 de 2015, como pasa a verse:   
"SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN. La atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de embarazo, desplazados, víctimas de violencia y del conflicto armado, la población adulta mayor, personas que sufren de enfermedades huérfanas y personas en condición de discapacidad, gozarán de especial protección por parte del Estado. Su atención en salud no estará limitada por ningún tipo de restricción administrativa o económica. Las instituciones que hagan parte del sector salud deberán definir procesos de atención intersectoriales e interdisciplinarios que le garanticen las mejores condiciones de atención. ..."

El mencionado estatuto indica también que las enfermedades huérfanas
 requieren un tratamiento diferenciado frente al de las generales, pues reconoce que sus tratamientos están clasificados como de alto costo. Y en esa medida, se debe enfatizar que la menor LUCIANA OSPINA COLORADO padece “SÍNDROME DE WEST”, patología que se encuentra incluida en el “listado
 de enfermedades raras o huérfanas” que trae la Resolución No. 2048, del Ministerio de Salud y la Protección Social. 
· Sobre el reconocimiento y pago de viáticos por parte de la EPS en favor del afiliado: 
En lo concerniente a la cobertura del servicio de transporte de pacientes y acompañantes en el sistema de seguridad social en salud, ha señalado la Corte Constitucional en varios de sus pronunciamientos6 que dicho servicio no está catalogado como una prestación asistencial de salud, siendo éste el argumento principal de las entidades promotoras de salud para negar su cubrimiento, y porque además el tema está regulado de forma específica por el Acuerdo 029 de 2011, al señalar los eventos en que se torna viable su concesión. 
Sin embargo, dicha Corporación estableció que cuando el paciente no cuenta con los recursos para sufragar los gastos que le genera el desplazamiento y, sea esta la causa que le impide recibir el servicio médico, tal carencia se constituye en una barrera para acceder al goce efectivo de su derecho a la salud, lo que hoy conocemos como "principio de accesibilidad"
. Así las cosas, de cara a la procedencia del amparo, la Corte ha autorizado la intromisión del Juez constitucional, en el evento en que: "(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario".
Adicionalmente, abrió la posibilidad de sufragar los gastos de viáticos para un acompañante cuando el paciente “(i) dependa totalmente del tercero para su movilización, (ii) necesite de cuidado permanente "para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas" y finalmente, (iii) ni el paciente ni su familia cuenten con los recursos económicos para cubrir el transporte del tercero."

Así las cosas, se concluye que la falta de recursos económicos por parte del paciente o su familia para sufragar el monto de ese servicio, no puede convertirse en una barrera para el acceso a la asistencia en salud; ello resulta de interés en el presente asunto, puesto que una de las afirmaciones hechas por el señor Personero que agencia los derechos de LUCIANA OSPINA COLORADO es precisamente que la familia de la niña no cuenta con los recursos económicos para pagar los reiterados servicios de transporte que necesita para acudir a sus citas médicas, y en especial a las de terapia, que son 2 veces a la semana. 
Ante tal afirmación, la entidad accionada más allá de señalar que el tema económico debe ser estudiado por el Juez constitucional, no hizo ningún tipo de esfuerzo para desvirtuar lo dicho por el libelista, y demostrar la capacidad económica de su afiliada; desde ese punto de vista, cabe recordar lo que jurisprudencialmente se ha establecido en este tipo de asuntos, cuando la carga de la prueba se invierte, y por tanto corresponde a la EPS desvirtuar la incapacidad económica del afiliado que la alega.
"Esta Corporación ha establecido que, en la medida que las EPS o ARS tienen en sus archivos, información referente a la situación socioeconómica de sus afiliados, estas entidades están en la capacidad de controvertir las afirmaciones formuladas por los accionantes referentes a su incapacidad económica. Por tal razón, su inactividad al respecto, hace que las afirmaciones presentadas por el accionante se tengan como prueba suficiente.

- Ante la ausencia de otros medios probatorios, hechos como el desempleo, la afiliación al sistema de seguridad social en salud en calidad de beneficiario y no de cotizante, pertenecer al grupo poblacional de la tercera edad y tener ingresos mensuales equivalentes a un salario mínimo legal mensual, pueden ser tenidos en cuenta como prueba suficiente de la incapacidad económica del accionante, siempre y cuando tal condición no haya sido controvertida por el demandado."5 (Negrillas de la Sala)

Quiere decir lo anterior que, según la jurisprudencia constitucional, la EPS cuenta con información acerca de la condición económica de la persona, mediante la cual puede desvirtuar la carencia de recursos para asumir los costos de los servicios en salud de su administrado, no obstante, en todo caso, en virtud a la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 y al principio de la buena fe, la carencia que se invoca debe presumirse como cierta en tanto ésta no se contra argumente por la tutelada, ni se allegue prueba que dé al traste con las afirmaciones que en tal sentido se invoquen por la parte accionante.
En el presente asunto se puede observar entonces, sin mayores elucubraciones, que LUCIANA OSPINA COLORADO padece enfermedades altamente complejas, que requiere de una protección especial y por ende una garantía en sus servicios en salud sin ningún tipo de limitante, y a pesar de encontrarse algunos de ellos excluidos del plan de beneficios, como el de transporte, se tornan imprescindibles para efectivizar dicha garantía. 
Teniendo en cuenta lo expuesto hasta ahora, la decisión de exonerar a la familia de la menor de los gastos y erogaciones del traslado a las citas médicas con un acompañante, para acceder a los servicios en salud que requiere para la atención de sus patologías actuales habrán de prosperar, porque se reitera se está en presencia de una familia de escasos recursos económicos, a cargo de una menor de edad que padece de una enfermedad huérfana y de alto costo.
· Sobre la autorización de recobros para los gastos de transporte en que deba incurrir la EPS MEDIMÁS en favor de LUCIANA OSPINA COLORADO:
Al respecto, la Colegiatura debe decir que a pesar de que por regla general cuando se trata de discusiones acerca del recobro por servicios de salud excluidos del plan de beneficios en salud, antes denominado POS, no es necesario que el fallador de tutela se pronuncie, porque las EPS de cualquiera de los dos regímenes cuentan con los mecanismos legales para recobrar esos dineros bien sea ante las entidades territoriales de salud, en el caso del subsidiado, o ante el ADRES en el contributivo. Sin embargo, en el presente asunto se debe hacer una excepción a dicha regla, teniendo en cuenta que:

Como ya se dijo, el transporte ambulatorio no hace parte integral del servicio de salud, ya que el artículo 8º del Acuerdo 030 de 2011 no incluyó al Eje Cafetero como una de las zonas que por su difícil acceso o dispersión geográfica tienen una disponibilidad presupuestal adicional para atender gastos de transporte para atención ambulatoria de los afiliados al sistema general en salud, lo que implica que se le debe reconocer de manera expresa a la entidad accionada la posibilidad de recobrar ante el ADRES el valor total de los emolumentos sufragados como gastos de transporte, por ser estos un servicio concurrente para la efectivización del derecho fundamental a la salud. Sobre este tema la sala en pretérita ocasión se pronunció de la siguiente manera:
"... ahora bien, como es sabido, en pro de asegurar el equilibrio financiero como principio rector de la Seguridad Social, la Alta Corporación Constitucional ha determinado, en cuanto al servicio de salud propiamente dicho se refiere, que el juez de tutela tiene la alternativa de proteger efectivamente los derechos fundamentales de aquel que solicita el amparo, y para ello puede autorizar a la administradora del régimen subsidiado correspondiente que gestione, ella misma, la prestación del tratamiento, la práctica del procedimiento o el suministro de los medicamentos requeridos por el paciente, caso en el cual queda autorizada para repetir, bien contra el FOSYGA, ora contra la Secretaría de Salud Departamental o Distrital respectiva (artículos 43 y 45 de la ley 715 de 2001)."

"No obstante lo que acontece con los servicios de transporte y viáticos, que es la situación que aquí nos concita, la situación es diferente, como quiera que, según ya se advirtió, éstos no corresponden a un servicio de salud sino a una prestación concurrente que se encuentra incluida en el POS unificado, y en tal sentido el órgano de cierre constitucional se inclina para que su recobro sea a los recursos del Fondo de Solidaridad y garantía "FOSYGA", y no con los del subsector oficial de salud que se destinen para el efecto; es decir, que el recobro ya no debe hacerse al ente territorial que estaría habilitado única y exclusivamente en temas excluidos de la salud, sino directamente al FOSYGA. "10

Bajo esa perspectiva es de justicia autorizar vía tutela a la EPS MEDIMÁS para que recobre ante el adres el 100% del valor del transporte ambulatorio intermunicipal autorizado a favor de LUCIANA OSPINA COLORADO.
Sobre la orden de tratamiento integral: 

El Órgano de Cierre en materia Constitucional ha sostenido pacíficamente que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente, por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991: 
“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de integralidad impone su prestación continua, la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. La determinación y previsión de los servicios requeridos para la plena eficacia del derecho a la salud, como reiteradamente se ha señalado, no corresponde al usuario, sino al médico tratante adscrito a la EPS, de la siguiente manera: 

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 

“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 (Negrillas y subrayas propias de la Sala). 
Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal constitucional ha precisado
:

“(…) constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante. 

Sin embargo, en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable” [18]. (…)”
En el caso concreto, encuentra esta Corporación que LUCIANA OSPINA COLORADO presenta varios diagnósticos clínicos, que fueron puestos en conocimiento a través de esta acción constitucional, tales patologías han sido denominadas como “SINDROME DE WEST, SINDROMES EPILÉPTICOS ESPECIALES, RETRASO SEVERO EN DESARROLLO SICOMOTOR Y SOSPECHA DE ERROR INNATO DEL METABOLISMO”; en ese sentido, es indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, que ante su gravedad requieren de un tratamiento indefinido y constante, y dentro del cual pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del plan de beneficios en salud, a parte de los que fue objeto de esta tutela, y por tanto, es deber de la accionada gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación, lo cual evitará que en el futuro, deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir la atención oportuna de la EPS, razón que en definitiva llevará a esta Corporación a convalidar la orden de tratamiento integral que se impuso en la decisión de primera instancia, pues es claro que de nada vale tener una autorización médica, si a la hora de recibir el servicio requerido se limita su acceso a este.
Sobre los errores administrativos presentados con la plataforma MIPRES: 

Con las recientes modificaciones que se han implementado en el sistema de salud, tendientes a prestar un servicio más ágil y efectivo a sus beneficiarios, y concretamente para garantizar mayor prontitud en la prescripción de los servicios y tecnologías no cubiertas por el plan de beneficios, el Ministerio de Salud diseñó la plataforma denominada MIPRES, la cual se encuentra regulada en las Resoluciones 3951 de 2016 y 532 de 2017.
En esta oportunidad ha quedado en evidencia, según los múltiples reportes de los médicos tratantes, algunos de ellos obrantes en los folios 5, 23 y 29, que debido a errores en la plataforma administrativa MIPRES, se le han dejado de ordenar a la menor algunos exámenes y suministros que ha requerido con urgencia, como los estudios de genética y la telemetría, entre otros. 
Así las cosas, de conformidad con los lineamientos normativos referidos atrás, encontramos que según el numeral 2º del artículo 4º de la Resolución número 3951 de 2016 “Corresponde a las EPS y EOC: (…) v) realizar las validaciones administrativas orientadas a determinar la existencia del usuario, su régimen y el estado de afiliación y en caso de encontrar inconsistencias relacionadas con identificación y afiliación, resolverlas dentro de las doce (12) horas siguientes sin que se ponga en riesgo la prestación del servicio”.
Por tales razones, teniendo en cuenta que los servicios de salud en favor de LUCIANA OSPINA COLORADO se han visto entorpecidos por un error en la plataforma MIPRES, y que es deber de la EPS corregir dichos errores, los cuales han sido reportados por los médicos tratantes, como se observa en el formato de contingencia obrante a folio 23, suscrito el día 15 de mayo de 2018, se considera pertinente acceder a la petición deprecada por el recurrente que dio inicio a la presente acción, Dr. William Esteban Obando Osorio, para ordenarle a la EPS MEDIMÁS que en el improrrogable término de 24 horas proceda a resolver las inconsistencias presentadas en los datos de la menor dentro de la plataforma MIPRÉS, para facilitar que en adelante los médicos tratantes puedan prescribir sin ningún tipo de dificultad los tratamientos, insumos y demás que llegare a requerir con ocasión de sus patologías.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda el 24 de julio del presente año, conforme a lo manifestado en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: ADICIONAR un numeral al fallo impugnado, en el cual SE ORDENA a la EPS MEDIMÁS que en el improrrogable término de 24 horas, proceda a resolver las inconsistencias presentadas en los datos de la menor LUCIANA OSPINA COLORADO dentro de la plataforma MIPRÉS, para facilitar que en adelante los médicos tratantes puedan prescribir sin ningún tipo de dificultad los tratamientos, insumos y demás que llegare a requerir con ocasión de sus patologías.  

TERCERO: ADICIONAR otro numeral al fallo revisado AUTORIZANDO a la EPSS MEDIMÁS para que recobre ante el ADRES por el 100% de los dineros que destine y que legalmente no sean de su competencia, para cubrir los gastos de transporte de la menor y un acompañante, cada vez que deba trasladarse de su municipio de residencia para obtener la atención médica para su actual patología.

CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Según la Resolución Nro. 3951 de 2016, las enfermedades huérfanas se pueden definir así: 15. Enfermedades Huérfanas. Las enfermedades huérfanas según el artículo 2 de la Ley 1392 del 2010 modificado por el artículo 140 de la Ley 1438 del 2011, son aquellas denominadas crónicamente debilitantes, graves, que amenazan la vida y con una prevalencia menor de 1 por cada 5.000 personas, comprenden, las enfermedades raras, las ultra-huérfanas y olvidadas


� Identificada con el Nro. 1969.


� Corte Constitucional, Sentencias T-760 de 2008, T-922 de 2009 y T-189 de 2010, entre otras.


� Sentencia T-200/14


� Ver sentencias T-307 de 2006, T-754 de 2005, T-907 de 2004, T-143 de 1999. 


� Sentencia C-172 de 2004.


� Sentencia T-227 de 2006. 


� Artículo 8 del Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006)


� Según la Resolución Nro. 3951 de 2016, las enfermedades huérfanas se pueden definir así: 15. Enfermedades Huérfanas. Las enfermedades huérfanas según el artículo 2 de la Ley 1392 del 2010 modificado por el artículo 140 de la Ley 1438 del 2011, son aquellas denominadas crónicamente debilitantes, graves, que amenazan la vida y con una prevalencia menor de 1 por cada 5.000 personas, comprenden, las enfermedades raras, las ultra-huérfanas y olvidadas


� Identificada con el Nro. 1969.


� “la accesibilidad y el acceso al servicio público de salud son un todo inescindible, siendo posible el amparo constitucional del derecho en aquellos casos donde se acredite la imposibilidad objetiva del suministro de los medios suficientes y adecuados para hacer uso de la atención asistencial” Sentencia T-1158 de 2001


� Sentencias T 346 de 2009, T 391 de 2009.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-576/08
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